
PROMUEVE DENUNCIA PENAL. SOLICITA MEDIDA CAUTELAR Y MEDIDAS DE 
PRUEBA URGENTES. PIDE SE EVALÚE CONEXIDAD.

Señor Juez Federal:

MARCELA MARINA PAGANO, en mi carácter de Diputada Nacional de la Nación 
integrante de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, con domicilio en la sede 
del Honorable Congreso de la Nación, ante V.S. me presento y respetuosamente digo:


I. OBJETO 

QUE VENGO POR EL PRESENTE A FORMULAR DENUNCIA PENAL CONTRA 
MARCELO JORGE CAMPOY (ADMINISTRADOR GENERAL DE LA 
DIRECCIÓN NACIONAL DE VIALIDAD), ARIEL PAZ (JEFE DE COMPRAS DE 
LA DIRECCIÓN NACIONAL DE VIALIDAD), ALAN POCOVÍ (CUIT 
20-40136374-3) Y CIPRIANO ARRIOLA CABRERA (SOCIOS DE LA FIRMA HE 
VRAS SRL), Y CONTRA TODAS LAS DEMÁS PERSONAS —FUNCIONARIOS 
Y PARTICULARES— QUE DE LA INVESTIGACIÓN RESULTEN 
RESPONSABLES, POR HECHOS QUE PRIMA FACIE CONFIGURAN LOS 
DELITOS DE NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES CON EL EJERCICIO DE 
FUNCIONES PÚBLICAS, DEFRAUDACIÓN POR ADMINISTRACIÓN 
FRAUDULENTA EN PERJUICIO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA E 
INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DE FUNCIONARIO PÚBLICO (ARTS. 
265, 173 INC. 7 EN FUNCIÓN DEL ART. 174 INC. 5, Y 248 DEL CÓDIGO 
PENAL), EN CONCURSO CON LA POSIBLE COMISIÓN DEL DELITO DE 
LAVADO DE ACTIVOS DE ORIGEN DELICTIVO (ART. 303 DEL CÓDIGO 
PENAL) Y DE LA EVENTUAL FALSEDAD IDEOLÓGICA VINCULADA A LA 
DECLARACIÓN JURADA DE INTERESES (ART. 293 DEL CÓDIGO PENAL), 
SIN PERJUICIO DE LA CALIFICACIÓN QUE EN DEFINITIVA CORRESPONDA 
EN ORDEN AL PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA. 

II. LOS HECHOS 

LOS HECHOS SURGEN DE UNA SERIE DE INVESTIGACIONES 
PERIODÍSTICAS BASADAS EN DOCUMENTACIÓN PÚBLICA —
RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS, PUBLICACIONES DEL BOLETÍN 
OFICIAL, CONSTANCIAS FISCALES Y REGISTROS DE INGRESO A LA CASA 
ROSADA— , ASÍ COMO DE LAS CONSTANCIAS DE LA CAUSA EN LA QUE 1

SE INVESTIGA EL DESVÍO DE FONDOS DE LA AGENCIA NACIONAL DE 
DISCAPACIDAD (ANDIS), DE PÚBLICA DIFUSIÓN. EN SÍNTESIS, SE 
DENUNCIA LA ADJUDICACIÓN Y POSTERIOR PRÓRROGA DE UNA 
CONTRATACIÓN DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE VIALIDAD (EN 
ADELANTE, DNV) EN FAVOR DE UNA FIRMA SIN CAPACIDAD OPERATIVA, 
VINCULADA AL ENTORNO DE FUNCIONARIOS NACIONALES Y CUYO 
TITULAR SE ENCUENTRA FORMALMENTE IMPUTADO POR LAVADO DE 
ACTIVOS, CUYO VALOR SE DUPLICÓ HASTA ALCANZAR LOS 
$2.584.000.000. 

II.1. LA ADJUDICACIÓN ORIGINAL 

El Disenso, “La caja de Vialidad: 1.292 millones para el clan Menem” (sept. 2025) y “$2.584 millones: Vialidad duplicó 1

el contrato con la empresa del clan Menem” (26/05/2026).



CON FECHA 22 DE MAYO DE 2025, EL ADMINISTRADOR GENERAL DE LA 
DNV, MARCELO JORGE CAMPOY, SUSCRIBIÓ LA ADJUDICACIÓN DEL 
“SERVICIO INTEGRAL DE CORTE DE PASTO, DESMALEZADO Y 
CORTAFUEGO 2025” EN FAVOR DE HE VRAS SRL, POR UN MONTO INICIAL 
DE $1.292.000.000. EN CONCRETO, LA FIRMA RESULTÓ ADJUDICATARIA 
DE LOS RENGLONES 58 Y 59, CORRESPONDIENTES A LOS TRAMOS DE LA 
RUTA NACIONAL N.º 188 (KM 517 A KM 623) Y DE LA RUTA NACIONAL N.º 
178 (KM 5 A KM 47), A RAZÓN DE APROXIMADAMENTE $380.000 POR 
HECTÁREA. 

NO ES UN DATO MENOR QUE CAMPOY SE ENCUENTRA LIGADO AL 
ENTORNO DEL EXPRESIDENTE CARLOS S. MENEM DESDE LA DÉCADA DE 
1990 —OCUPÓ ESTE MISMO CARGO EN 1999— Y QUE SU DESIGNACIÓN 
EN JULIO DE 2024 HABRÍA SIDO INTERMEDIADA POR EDUARDO “LULE” 
MENEM, CON QUIEN, SEGÚN LOS REGISTROS OFICIALES DE INGRESO A 
LA CASA ROSADA, MANTUVO MÁS DE TREINTA REUNIONES EN LOS 
ÚLTIMOS DOS AÑOS, VARIAS DE ELLAS NO ASENTADAS EN LAS ACTAS 
DE AUDIENCIAS POR HABER SIDO CATALOGADAS COMO ASUNTOS 
PRIVADOS.  2

II.2. EL BENEFICIARIO: UNA EMPRESA SIN CAPACIDAD OPERATIVA PARA 
EL SERVICIO 

HE VRAS SRL ES UNA SOCIEDAD CONSTITUIDA EN OCTUBRE DE 2023 —
ENTRE LAS PASO Y EL BALOTAJE PRESIDENCIAL, SEMANAS ANTES DE 
LA ASUNCIÓN DE LA ACTUAL GESTIÓN—, CON UN CAPITAL SOCIAL 
INICIAL DE APENAS $15.000.000, CUYOS SOCIOS SON ALAN POCOVÍ Y 
CIPRIANO ARRIOLA CABRERA. DE LAS CONSTANCIAS FISCALES SURGE 
QUE LA EMPRESA SE HALLA INSCRIPTA ANTE LA ARCA (EX AFIP) BAJO 
LA ACTIVIDAD DE “CONSTRUCCIÓN, REFORMA Y REPARACIÓN DE 
EDIFICIOS RESIDENCIALES”, OBJETO MANIFIESTAMENTE AJENO AL 
SERVICIO DE CORTE DE PASTO Y DESMALEZADO ADJUDICADO, Y QUE 
NO FIGURA REGISTRADA COMO EMPLEADORA, CARECIENDO POR 
TANTO DE PERSONAL PARA EJECUTAR LA PRESTACIÓN. ARRIOLA 
CABRERA, PRESENTADO COMO “EMPRESARIO PARAGUAYO”, FIJA 
DOMICILIO EN UN BARRIO DE EXTREMA PRECARIEDAD DEL PARTIDO DE 
QUILMES Y HABRÍA PERCIBIDO EL INGRESO FAMILIAR DE EMERGENCIA 
(IFE) DURANTE LA PANDEMIA. A ELLO SE SUMA QUE EL PROPIO SOCIO 
REVISTE COMO TRABAJADOR EN RELACIÓN DE DEPENDENCIA DE UN 
TERCERO AJENO A LA SOCIEDAD, PERCIBIENDO UNA REMUNERACIÓN 
MENSUAL, CIRCUNSTANCIA INCOMPATIBLE CON LA CONDUCCIÓN DE 
UNA CONTRATACIÓN PÚBLICA MULTIMILLONARIA Y QUE CONFIRMA EL 
CARÁCTER DE MERA PANTALLA DE LA FIRMA. 

PESE A TALES CIRCUNSTANCIAS, EL DICTAMEN DE EVALUACIÓN TUVO A 
LA FIRMA POR CUMPLIDORA DE LA TOTALIDAD DE LOS REQUISITOS DEL 
PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES, HABILITANDO LA 

La Política Online, “Picardi citó a indagatoria a un empresario vinculado a los Menem por sospechas de lavado en 2

Andis” (jun. 2026); El Ancasti, misma fecha.



ADJUDICACIÓN. LA CONTRADICCIÓN ENTRE LA REALIDAD REGISTRAL, 
FISCAL Y OPERATIVA DE LA EMPRESA Y EL RESULTADO DEL PROCESO 
DE SELECCIÓN CONSTITUYE UNO DE LOS EJES A INVESTIGAR. 

II.3. LOS VÍNCULOS ENTRE EL FUNCIONARIO ADJUDICANTE Y EL 
BENEFICIARIO 

ALAN POCOVÍ INTEGRA EL ENTORNO FAMILIAR DEL DENOMINADO 
“CLAN MENEM” —ES SEÑALADO COMO MEDIO HERMANO DEL HIJO DE 
ZULEMA “ZULEMITA” MENEM—. A SU VEZ, EL CUÑADO DEL 
ADMINISTRADOR ADJUDICANTE, DIEGO EUGENIO CADEL, ES SOCIO 
COMERCIAL DEL PRESIDENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE 
DIPUTADOS DE LA NACIÓN, MARTÍN MENEM, EN LA FIRMA DAMG 
PRODUCCIONES DEPORTIVAS SRL (CONSTITUIDA EN 2008, DEDICADA A 
EVENTOS DEPORTIVOS), Y —SEGÚN SE DENUNCIA— TAMBIÉN DEL 
HERMANO DE AQUEL, FERNANDO NICOLÁS MENEM, EN LA FIRMA TECH-
ONE CORPORATION SA. ESTE DOBLE ENTRAMADO DE RELACIONES 
FAMILIARES Y COMERCIALES, QUE ENLAZA AL CUÑADO DEL 
FUNCIONARIO CON DOS INTEGRANTES DE LA FAMILIA MENEM, CONECTA 
DIRECTAMENTE AL FUNCIONARIO QUE DISPUSO LA EROGACIÓN DE 
FONDOS PÚBLICOS CON EL BENEFICIARIO DE LA CONTRATACIÓN. 

SE ANTICIPA QUE VOCEROS DEL ENTORNO DE LOS FUNCIONARIOS HAN 
PROCURADO RELATIVIZAR EL VÍNCULO, AFIRMANDO QUE ALAN POCOVÍ 
SERÍA HERMANO DE KEVIN POCOVÍ, Y QUE SÓLO ESTE ÚLTIMO 
RESULTARÍA MEDIO HERMANO DEL HIJO DE ZULEMITA. SIN EMBARGO, 
TAL PRECISIÓN NO ALTERA —SINO QUE CONFIRMA— LA CERCANÍA CON 
EL GRUPO FAMILIAR, Y EN NADA MODIFICA LOS HECHOS OBJETIVOS 
QUE AQUÍ SE DENUNCIAN: UNA EMPRESA SIN ESTRUCTURA, VINCULADA 
A ESE ENTORNO, RESULTÓ ADJUDICATARIA Y LUEGO BENEFICIARIA DE 
UNA PRÓRROGA MILLONARIA DISPUESTA POR UN FUNCIONARIO UNIDO 
HISTÓRICAMENTE AL MISMO CLAN. 

II.4. EL RÉGIMEN DE CONFLICTOS DE INTERÉS (DECRETO 202/2017) Y LA 
DECLARACIÓN JURADA DEL OFERENTE 

EL PLIEGO DE BASES Y CONDICIONES PARTICULARES DE ESTA 
CONTRATACIÓN (IDENTIFICADO COMO PLIEG-2025-01556134-APN-
LYC#DNV) INCORPORÓ, EN SU CLÁUSULA 3, EL RÉGIMEN DE 
CONFLICTOS DE INTERÉS DEL DECRETO N° 202/2017 , OBLIGANDO AL 3

OFERENTE A DECLARAR BAJO JURAMENTO SI SE HALLABA ALCANZADO 
POR ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DE VINCULACIÓN ALLÍ PREVISTOS. DE 
MODO SIGNIFICATIVO, LA PROPIA CLÁUSULA 3.2 DEL PLIEGO IDENTIFICA 
AL ADMINISTRADOR GENERAL DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE 
VIALIDAD —CARGO QUE EJERCÍA MARCELO JORGE CAMPOY— COMO EL 
FUNCIONARIO CON COMPETENCIA PARA DECIDIR SOBRE LA 

Decreto N° 202/2017 (B.O. 22/03/2017), arts. 1° y 2°; cláusula 3 del Pliego de Bases y Condiciones Particulares de la 3

contratación.



CONTRATACIÓN RESPECTO DEL CUAL DEBÍA FORMULARSE LA 
DECLARACIÓN. 

LOS SUPUESTOS DE VINCULACIÓN QUE EL OFERENTE DEBÍA DECLARAR 
NO SE LIMITAN AL PARENTESCO. EL RÉGIMEN COMPRENDE, ADEMÁS 
DEL PARENTESCO POR CONSANGUINIDAD HASTA EL CUARTO GRADO Y 
POR AFINIDAD HASTA EL SEGUNDO (INC. A), LA EXISTENCIA DE 
SOCIEDAD O COMUNIDAD (INC. B), EL PLEITO PENDIENTE (INC. C), LA 
RELACIÓN DE DEUDOR O ACREEDOR (INC. D), EL HABER RECIBIDO 
BENEFICIOS DE IMPORTANCIA (INC. E) Y LA AMISTAD PÚBLICA 
MANIFESTADA POR GRAN FAMILIARIDAD Y FRECUENCIA EN EL TRATO 
(INC. F). POR TRATARSE DE UNA PERSONA JURÍDICA, HE VRAS SRL 
DEBÍA CONSIGNAR TALES VÍNCULOS RESPECTO DE SUS SOCIOS Y DE 
QUIENES TUVIERAN INTERÉS DIRECTO EN LOS RESULTADOS 
ECONÓMICOS DE LA OPERACIÓN. 

Y ES PRECISAMENTE ALLÍ DONDE LA MANIOBRA SE REVELA. AUN 
CUANDO PUDIERA DISCUTIRSE EL GRADO DE PARENTESCO ENTRE 
ALAN POCOVÍ Y EL NÚCLEO FAMILIAR MENEM, LA VINCULACIÓN 
JURÍDICAMENTE RELEVANTE SE CONFIGURA POR LA VÍA DE LA 
SOCIEDAD (INC. B) Y DE LA AFINIDAD: EL FUNCIONARIO ADJUDICANTE 
SE ENCUENTRA UNIDO A DIEGO EUGENIO CADEL POR UN DOBLE 
VÍNCULO —ES SU CUÑADO, ESTO ES, PARIENTE POR AFINIDAD EN 
SEGUNDO GRADO, SUPUESTO EXPRESAMENTE ALCANZADO POR EL INC. 
A, Y A LA VEZ SU SOCIO COMERCIAL, ALCANZADO POR EL INC. B—, EN 
TANTO CADEL ES, A SU VEZ, SOCIO DE LOS HERMANOS MARTÍN Y 
FERNANDO NICOLÁS MENEM (EN DAMG PRODUCCIONES DEPORTIVAS 
SRL Y EN TECH-ONE CORPORATION SA, RESPECTIVAMENTE). DE ESTE 
MODO, EL FUNCIONARIO QUE DISPUSO LA EROGACIÓN DE FONDOS 
PÚBLICOS SE HALLA SOCIETARIA Y FAMILIARMENTE ENTRELAZADO CON 
EL MISMO NÚCLEO AL QUE PERTENECE EL BENEFICIARIO DEL 
CONTRATO. 

FRENTE A ESTE CUADRO SÓLO CABEN DOS HIPÓTESIS, AMBAS 
PENALMENTE RELEVANTES: O BIEN HE VRAS SRL OMITIÓ O FALSEÓ LA 
DECLARACIÓN JURADA DE INTERESES EXIGIDA POR EL PLIEGO, 
OCULTANDO LA VINCULACIÓN —CONDUCTA QUE CONFIGURARÍA 
FALSEDAD IDEOLÓGICA (ART. 293 CP) Y ACARREARÍA LA NULIDAD DE LA 
ADJUDICACIÓN—; O BIEN LA DECLARÓ Y, PESE A ELLO, CAMPOY 
ADJUDICÓ Y SE PRORROGÓ EL CONTRATO, LO QUE AGRAVA LA 
RESPONSABILIDAD POR NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES E 
INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DE FUNCIONARIO PÚBLICO (ARTS. 
265 Y 248 CP). EN CUALQUIER CASO, LA DECLARACIÓN JURADA DE 
CONFLICTO DE INTERÉS OBRANTE EN EL EXPEDIENTE CONSTITUYE 
PRUEBA DIRIMENTE, CUYA PRODUCCIÓN SE SOLICITA. 

II.5. EL FACTOR ANDIS: EL TITULAR DEL CONTRATO, IMPUTADO POR 
LAVADO DE ACTIVOS 



LA GRAVEDAD DE LA MANIOBRA SE PROFUNDIZA DECISIVAMENTE A LA 
LUZ DE LA CAUSA POR EL DESVÍO DE FONDOS DE LA ANDIS 
(“COIMAGATE”), QUE TRAMITA ANTE EL JUZGADO NACIONAL EN LO 
CRIMINAL Y CORRECCIONAL FEDERAL A CARGO DEL DR. ARIEL LIJO (EN 
SUBROGANCIA, EN REEMPLAZO DEL DR. SEBASTIÁN CASANELLO) CON 
INTERVENCIÓN DEL FISCAL FEDERAL FRANCO PICARDI. EN EL PRIMER 
DICTAMEN DEL FISCAL SE SOSTUVO QUE MIGUEL ÁNGEL CALVETE 
GIRABA DINERO EN FORMA REITERADA A SERGIO MASTROPIETRO 
(BAIRES FLY S.A.) Y A ALAN POCOVÍ, Y QUE PARTE DE LOS FONDOS 
RECIBIDOS POR ESTE ÚLTIMO HABRÍA SIDO INVERTIDA EN 
CRIPTOMONEDAS MEDIANTE UNA APLICACIÓN DENOMINADA 
“NEBLOCKSHAIN”.  4

SEGÚN ESA IMPUTACIÓN, POCOVÍ SERÍA UNA DE LAS PERSONAS A 
CARGO DE LA RECAUDACIÓN DE FONDOS Y DE LAS MANIOBRAS 
TENDIENTES AL BLANQUEO DEL DINERO OBTENIDO ESPURIAMENTE EN 
EL ÁMBITO DE LA AGENCIA DE DISCAPACIDAD; SU ROL HABRÍA 
CONSISTIDO EN RECIBIR DINERO EN UNA OFICINA DE LA CALLE MADERO 
AL 900 (CATALINAS) Y CONCRETAR TRANSFERENCIAS MILLONARIAS A 
INSTANCIAS DE CALVETE. EXISTIRÍA, ADEMÁS, PRUEBA DE AUDIO EN LA 
QUE CALVETE IMPARTE INSTRUCCIONES PARA TRANSFERIR FONDOS A 
POCOVÍ, ACTUALMENTE SOMETIDA A PERITAJE.  5

EN EL PLANO PROCESAL, LA INDAGATORIA DE POCOVÍ FUE 
INICIALMENTE ORDENADA POR EL ENTONCES JUEZ CASANELLO EL 9 DE 
FEBRERO DE 2026 Y, TRAS UNA RESOLUCIÓN POSTERIOR QUE DISPUSO 
TREINTA Y CINCO LLAMADOS A INDAGATORIA —CON SPAGNUOLO Y 
CALVETE SEÑALADOS COMO JEFES DE LA ORGANIZACIÓN ILÍCITA—, 
FUE CITADO A PRESTAR DECLARACIÓN INDAGATORIA EL 3 DE JUNIO DE 
2026. CABE DESTACAR QUE MAGISTRADOS DE LA PROPIA CÁMARA DEL 
FUERO HAN ADMITIDO QUE POCOVÍ APARECE TAMBIÉN EN MANIOBRAS 
SOSPECHOSAS VINCULADAS A CONTRATOS DE LA DNV, LO QUE 
REFUERZA LA NECESIDAD DE INVESTIGAR EL CONTRATO VIAL COMO 
POSIBLE ESLABÓN DEL MISMO CIRCUITO. 

A MAYOR ABUNDAMIENTO, EL ROL DE ALAN POCOVÍ COMO 
INSTRUMENTO DEL GRUPO FAMILIAR EN LA CAPTACIÓN DE CONTRATOS 
ESTATALES NO SE AGOTA EN AUTOS. CONFORME SURGE DEL BOLETÍN 
OFICIAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES , ALAN POCOVÍ (CUIT 6

20-40136374-3) Y NICOLE POCOVÍ INTEGRAN EL DIRECTORIO DE 
INVERSORA ESLAVA S.A. —SOCIEDAD VINCULADA A LA LOCACIÓN DE UN 
INMUEBLE AL INSTITUTO NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA 
JUBILADOS Y PENSIONADOS (PAMI)—, HABIENDO DESPLAZADO DE LA 

El Destape, “Coimagate: indagatoria para Spagnuolo, el ex socio de Fred Machado y 33 personas más” (15/04/2026); 4

DataClave, dictamen del fiscal Picardi (nov. 2025).

La Nación, “Coimas en la Andis: ordenan peritar los audios atribuidos a Spagnuolo…” (jun. 2026).5

Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires, La Plata, 24 de abril de 2025, edicto societario de INVERSORA 6

ESLAVA S.A. (directorio integrado por Marcelo Adolfo Picovi, Alan Pocoví y Nicole Pocoví).



SOCIEDAD A KEVIN POCOVÍ EN TORNO A LA DIFUSIÓN PERIODÍSTICA Y 
LA DENUNCIA JUDICIAL QUE RECAYERON SOBRE ESA LOCACIÓN A 
COMIENZOS DE 2025. ESTA ROTACIÓN DE FIGURAS PARA DILUIR LA 
EXPOSICIÓN PÚBLICA, ANÁLOGA EN SU LÓGICA AL CAMBIO DE 
FIRMANTE OPERADO LUEGO EN LA PRÓRROGA VIAL, SUGIERE UN 
MODUS OPERANDI DEL GRUPO QUE EL TRIBUNAL DEBERÁ VALORAR, 
SIN PERJUICIO DE LA INVESTIGACIÓN AUTÓNOMA QUE ESA 
CONTRATACIÓN AMERITE. 

POR ÚLTIMO, LA VINCULACIÓN DEL ENTRAMADO CON MANIOBRAS DE 
BLANQUEO MEDIANTE CRIPTOACTIVOS NO SE LIMITA A POCOVÍ. 
CONFORME SURGE DE INFORMACIÓN PÚBLICA , DIEGO EUGENIO CADEL 7

—CUÑADO Y, SEGÚN SE DENUNCIA, SOCIO DEL ADMINISTRADOR 
CAMPOY— FUE IMPUTADO POR ASOCIACIÓN ILÍCITA Y ESTAFA EN LA 
CAUSA RELATIVA A LA ORGANIZACIÓN “GENERACIÓN ZOE” (ROSARIO, 
FISCALÍA A CARGO DEL DR. RÍOS ARTACHO), DONDE EL DINERO 
CAPTADO DE LAS VÍCTIMAS SE TRANSFORMABA EN CRIPTOACTIVOS 
(BITCOIN, ETHEREUM Y USDT, EN LA PLATAFORMA BINANCE) PARA 
DIFICULTAR SU TRAZABILIDAD, ATRIBUYÉNDOSELE UNA MANIOBRA POR 
APROXIMADAMENTE US$ 1,18 MILLÓN. LA PLENA IDENTIDAD ENTRE 
DICHO IMPUTADO Y EL CUÑADO DEL FUNCIONARIO AQUÍ MENCIONADO 
DEBERÁ SER VERIFICADA POR EL TRIBUNAL MEDIANTE EL COTEJO DEL 
DOCUMENTO DE IDENTIDAD; DE CONFIRMARSE, RESULTARÍA QUE DOS 
DE LOS PRINCIPALES ACTORES PRIVADOS QUE ORBITAN EN TORNO AL 
FUNCIONARIO ADJUDICANTE —POCOVÍ Y CADEL— COMPARTEN UN 
MISMO MÉTODO DE BLANQUEO A TRAVÉS DE CRIPTOACTIVOS, LO QUE 
REFUERZA LA HIPÓTESIS DE UN CIRCUITO Y NO DE HECHOS AISLADOS. 

II.6. LA PRÓRROGA: CONTINUIDAD DEL NEGOCIO Y COBERTURA 
ADMINISTRATIVA 

LEJOS DE SUSPENDER LOS PAGOS O AUDITAR EL CONTRATO ANTE LAS 
IRREGULARIDADES Y EL AVANCE DE LA CAUSA QUE YA SEÑALABA A 
POCOVÍ, LA DNV GARANTIZÓ LA CONTINUIDAD DEL NEGOCIO. CON 
FECHA 4 DE DICIEMBRE DE 2025 —ESTO ES, CUANDO EL TITULAR DE LA 
FIRMA YA HABÍA SIDO PÚBLICAMENTE IDENTIFICADO EN EL CIRCUITO DE 
LAVADO DE LA CAUSA ANDIS— SE DISPUSO LA PRÓRROGA DE LA 
ADJUDICACIÓN, MANTENIENDO A HE VRAS SRL COMO BENEFICIARIA 
EXCLUSIVA POR OTROS SEIS MESES (DICIEMBRE DE 2025 A JUNIO DE 
2026), EN IDÉNTICAS CONDICIONES ECONÓMICAS. 

RESULTA ESPECIALMENTE REVELADOR QUE EL ACTO DE PRÓRROGA YA 
NO FUE SUSCRIPTO POR EL ADMINISTRADOR GENERAL CAMPOY —
FIRMANTE DE LA ADJUDICACIÓN ORIGINAL— SINO POR EL JEFE DE 
COMPRAS DEL ORGANISMO, ARIEL PAZ. ESTA SÚBITA ROTACIÓN DE 
FIRMAS, QUE DERIVA UN ACTO DE LA MÁXIMA JERARQUÍA HACIA UNA 
LÍNEA MEDIA DEL ORGANIGRAMA PRECISAMENTE TRAS LAS 

RosarioPlus, “Generación Zoe en Rosario suma imputados, víctimas y más dólares de la estafa” (5 de noviembre de 7

2023), imputación del fiscal Mariano Ríos Artacho ante la jueza Silvana Lamas.



REVELACIONES PERIODÍSTICAS, SUGIERE UNA DELIBERADA MANIOBRA 
DE REPLIEGUE BUROCRÁTICO ORIENTADA A DILUIR LA 
RESPONSABILIDAD DE LAS MÁXIMAS AUTORIDADES DE LA DNV, 
MIENTRAS EL FLUJO DE FONDOS HACIA EL MISMO BENEFICIARIO 
CONTINUABA INALTERADO. 

II.7. EL RESULTADO ECONÓMICO Y EL PERJUICIO 

DE ESTE MODO, UNA CONTRATACIÓN ORIGINALMENTE VALUADA EN 
$1.292.000.000, DISPUESTA BAJO LA RESPONSABILIDAD DE CAMPOY, 
MUTÓ EN UN NEGOCIO CERRADO DE $2.584.000.000 EN FAVOR DE UNA 
FIRMA CARENTE DE PERSONAL Y DE OBJETO SOCIAL COMPATIBLE CON 
EL SERVICIO, VINCULADA AL ENTORNO DE FUNCIONARIOS NACIONALES 
Y A UNA CAUSA POR LAVADO DE ACTIVOS. LA DUPLICACIÓN DEL MONTO 
COMPROMETIDO POR IDÉNTICA PRESTACIÓN Y EN IDÉNTICAS 
CONDICIONES, SIN CORRELATO EN LA CAPACIDAD REAL DEL 
ADJUDICATARIO, CONFIGURA UN POTENCIAL PERJUICIO PATRIMONIAL 
AL ESTADO NACIONAL QUE DEBERÁ DETERMINARSE EN AUTOS. 

III. CALIFICACIÓN LEGAL PROVISORIA 

SIN PERJUICIO DEL ENCUADRE DEFINITIVO, LOS HECHOS RESULTAN 
PRIMA FACIE SUBSUMIBLES EN LAS SIGUIENTES FIGURAS: 

— Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas (art. 265 CP): la 
intervención de Campoy, en razón de su cargo, en una contratación que favorece a una firma 
vinculada a su entorno familiar (su cuñado es socio de Martín Menem) y al clan al que él mismo 
pertenece históricamente, configura el interés prohibido que la norma reprime. 

— Defraudación por administración fraudulenta en perjuicio de la administración pública (art. 
173 inc. 7 en función del art. 174 inc. 5 CP): la adjudicación y prórroga de fondos públicos a una 
empresa sin estructura, sin personal y con objeto ajeno al servicio, por un monto duplicado sin 
sustento, importa una administración infiel del patrimonio estatal con perjuicio para el erario. 

— Incumplimiento de los deberes de funcionario público (art. 248 CP): convalidar a un oferente 
que no reunía las condiciones reales y omitir auditar o rescindir el contrato pese a las 
irregularidades y a la imputación penal de su titular importa el incumplimiento de los deberes a 
cargo de los funcionarios intervinientes. 

— Lavado de activos (art. 303 CP): encontrándose Alan Pocoví formalmente imputado como 
recaudador y blanqueador de los fondos de la causa ANDIS, deberá investigarse si la contratación y 
prórroga viales —adjudicadas a una empresa suya sin capacidad operativa real— operaron como 
canal de integración o aprovechamiento de fondos de origen delictivo, solicitándose se evalúe la 
conexidad con dicho expediente. 

— Falsedad ideológica y nulidad (art. 293 CP): de constatarse que el oferente omitió o falseó la 
declaración jurada de conflicto de interés exigida por el Decreto 202/2017, la conducta configuraría 
este delito y privaría de validez a la adjudicación y a su prórroga. 

IV. COMPETENCIA Y CONEXIDAD 

POR TRATARSE DE HECHOS QUE INVOLUCRAN A FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS NACIONALES Y LA ADMINISTRACIÓN DE FONDOS DEL ESTADO 
NACIONAL, LA COMPETENCIA CORRESPONDE AL FUERO CRIMINAL Y 
CORRECCIONAL FEDERAL. ATENTO LA IDENTIDAD DEL BENEFICIARIO 
(POCOVÍ / HE VRAS SRL) Y LA POSIBLE UNIDAD DEL CIRCUITO 



FINANCIERO, SE SOLICITA A V.S. QUE, UNA VEZ PRODUCIDAS LAS 
MEDIDAS INICIALES, EVALÚE LA EVENTUAL CONEXIDAD DE LA 
PRESENTE CON LA CAUSA EN TRÁMITE ANTE EL JUZGADO A CARGO 
DEL DR. ARIEL LIJO (CAUSA ANDIS), A FIN DE EVITAR EL DICTADO DE 
SENTENCIAS CONTRADICTORIAS Y DE ASEGURAR UNA INVESTIGACIÓN 
INTEGRAL DEL FLUJO DE FONDOS. 

V. PRUEBA DOCUMENTAL 

SE OFRECE Y SE ACOMPAÑA, EN LO PERTINENTE, LA SIGUIENTE 
PRUEBA DOCUMENTAL, SIN PERJUICIO DE LA QUE DEBA REQUERIRSE A 
LOS ORGANISMOS POR HALLARSE EN SU PODER: 

— Investigaciones del medio El Disenso: “La caja de Vialidad: 1.292 millones para el clan Menem” y 
“$2.584 millones: Vialidad duplicó el contrato con la empresa del clan Menem”. 

— Publicaciones periodísticas sobre la imputación de Alan Pocoví en la causa ANDIS (La Política 
Online, El Destape, La Nación, DataClave). 

— Resolución de adjudicación de la DNV del 22/05/2025 y acto de prórroga del 04/12/2025. 

— Pliego de Bases y Condiciones Particulares de la contratación (PLIEG-2025-01556134-APN-
LYC#DNV), en particular su cláusula 3 “Conflictos de interés”, que remite al Decreto 202/2017. 

— Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires del 24/04/2025, edicto societario de INVERSORA 
ESLAVA S.A. 

— Publicación periodística sobre la imputación de Diego Cadel en la causa “Generación Zoe” 
(RosarioPlus, 05/11/2023). 

— Publicaciones del Boletín Oficial y constancias de inscripción ante la ARCA de HE VRAS SRL. 

VI. MEDIDA CAUTELAR URGENTE 

DADO QUE LA PRÓRROGA MANTIENE VIGENCIA HASTA JUNIO DE 2026 Y 
QUE CADA PAGO A HE VRAS SRL PODRÍA CONSOLIDAR EL PERJUICIO Y 
FACILITAR LA DISPERSIÓN DE FONDOS EVENTUALMENTE VINCULADOS A 
LA CAUSA ANDIS, SOLICITO A V.S. QUE, CON CARÁCTER URGENTE Y 
COMO MEDIDA CAUTELAR, ORDENE A LA DIRECCIÓN NACIONAL DE 
VIALIDAD LA SUSPENSIÓN DE TODO PAGO PENDIENTE A LA FIRMA HE 
VRAS SRL EN EL MARCO DE LA CONTRATACIÓN DENUNCIADA, Y SE 
ABSTENGA DE DISPONER NUEVAS PRÓRROGAS, HASTA TANTO SE 
ESCLAREZCAN LOS HECHOS. 

VII. MEDIDAS DE PRUEBA QUE SE SOLICITAN 
1) Oficiar a la Dirección Nacional de Vialidad para que remita copia íntegra y certificada del 

expediente administrativo de la contratación “Servicio integral de corte de pasto, desmalezado y 
cortafuego 2025”, con el pliego, ofertas, dictamen de evaluación, acto de adjudicación, acto de 
prórroga, órdenes de compra y constancias de todos los pagos efectuados a HE VRAS SRL, 
individualizando a los funcionarios intervinientes en cada etapa. 

2) Requerir, dentro de dicho expediente, la declaración jurada de intereses (Decreto 202/2017) 
suscripta por HE VRAS SRL y/o sus socios, a fin de constatar si se declaró u omitió la vinculación 
con el Administrador General de la DNV. 

3) Oficiar a la ARCA (ex AFIP) para que informe sobre HE VRAS SRL: inscripción, actividades 
declaradas, condición de empleador, personal registrado, declaraciones juradas y situación fiscal; e 
idéntico informe respecto de Alan Pocoví y Cipriano Arriola Cabrera, incluyendo movimientos 
vinculados a criptoactivos y a la aplicación “Neblockshain”. 



4) Oficiar a la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y/o a la ARCA para que 
informen si HE VRAS SRL se halla inscripta como empleadora y la nómina de trabajadores en 
relación de dependencia que registra —extremo que se denuncia inexistente—, y si Cipriano Arriola 
Cabrera figura como empleado en relación de dependencia, individualizando a su empleador (Cintia 
Sabrina Quevedo) y la remuneración percibida, a fin de corroborar que el socio presta servicios para 
un tercero y no para la firma adjudicataria. 

5) Oficiar a la Inspección General de Justicia y/o a la Dirección Provincial de Personas Jurídicas de la 
Provincia de Buenos Aires, según la jurisdicción de registro, para que remitan los contratos sociales, 
actas de directorio y composición societaria de HE VRAS SRL, de DAMG Producciones 
Deportivas SRL, de TECH-ONE CORPORATION SA, de INVERSORA ESLAVA S.A. —con 
especial individualización de las actas que designaron y removieron a sus directores y sus fechas 
ciertas— y de toda otra sociedad que vincule a Marcelo Jorge Campoy con Diego Eugenio Cadel, y 
a este último con Martín y Fernando Nicolás Menem, a fin de acreditar el entramado societario 
denunciado. 

6) Oficiar a la Unidad de Información Financiera (UIF) para que informe si registra reportes de 
operaciones sospechosas vinculados a HE VRAS SRL, a sus socios o a las cuentas receptoras de los 
pagos de la DNV, y para que tome intervención en lo que resulte de su competencia. 

7) Librar oficio al Juzgado a cargo del Dr. Ariel Lijo y a la Fiscalía del Dr. Franco Picardi (causa 
ANDIS) a fin de que remitan copia de las constancias, chats, audios y peritajes que involucran a 
Alan Pocoví, e informen el estado de su situación procesal, a los efectos de la conexidad solicitada. 

8) Requerir los registros de ingreso y egreso a la Casa Rosada de Marcelo Jorge Campoy, para 
constatar las reuniones con Eduardo “Lule” Menem y su catalogación. 

9) Librar oficio al Ministerio Público de la Acusación de la Provincia de Santa Fe —Fiscalía de 
Delitos Económicos a cargo del Dr. Mariano Ríos Artacho— y al tribunal interviniente en la causa 
relativa a la organización “Generación Zoe”, a fin de que informen la situación procesal de Diego 
Eugenio Cadel y, en particular, su número de documento de identidad, para verificar si se trata de la 
misma persona aquí mencionada como cuñado del Administrador General de la DNV. 

10) Recibir declaración a los funcionarios y particulares involucrados en la forma que V.S. estime 
corresponder, y disponer toda otra medida que se derive de las anteriores. 

VIII. PETITORIO 

POR TODO LO EXPUESTO, DE V.S. SOLICITO: 
— Se me tenga por presentada en el carácter invocado y por formulada la denuncia. 

— Se remitan las actuaciones al Ministerio Público Fiscal para que impulse la investigación. 

— Se disponga con carácter urgente la medida cautelar del apartado VI. 

— Se ordenen las medidas de prueba del apartado VII y se evalúe la conexidad del apartado IV. 

— Oportunamente, se determine la responsabilidad penal de los denunciados y de quienes resulten 
responsables. 

Proveer de conformidad, 

SERÁ JUSTICIA. 

Marcela Marina Pagano 

Diputada Nacional


	I. Objeto
	Que vengo por el presente a formular DENUNCIA PENAL contra MARCELO JORGE CAMPOY (Administrador General de la Dirección Nacional de Vialidad), ARIEL PAZ (Jefe de Compras de la Dirección Nacional de Vialidad), ALAN POCOVÍ (CUIT 20-40136374-3) y CIPRIANO ARRIOLA CABRERA (socios de la firma HE VRAS SRL), y contra todas las demás personas —funcionarios y particulares— que de la investigación resulten responsables, por hechos que prima facie configuran los delitos de negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, defraudación por administración fraudulenta en perjuicio de la administración pública e incumplimiento de los deberes de funcionario público (arts. 265, 173 inc. 7 en función del art. 174 inc. 5, y 248 del Código Penal), en concurso con la posible comisión del delito de lavado de activos de origen delictivo (art. 303 del Código Penal) y de la eventual falsedad ideológica vinculada a la declaración jurada de intereses (art. 293 del Código Penal), sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda en orden al principio iura novit curia.
	II. Los hechos
	Los hechos surgen de una serie de investigaciones periodísticas basadas en documentación pública —resoluciones administrativas, publicaciones del Boletín Oficial, constancias fiscales y registros de ingreso a la Casa Rosada—, así como de las constancias de la causa en la que se investiga el desvío de fondos de la Agencia Nacional de Discapacidad (ANDIS), de pública difusión. En síntesis, se denuncia la adjudicación y posterior prórroga de una contratación de la Dirección Nacional de Vialidad (en adelante, DNV) en favor de una firma sin capacidad operativa, vinculada al entorno de funcionarios nacionales y cuyo titular se encuentra formalmente imputado por lavado de activos, cuyo valor se duplicó hasta alcanzar los $2.584.000.000.
	II.1. La adjudicación original
	Con fecha 22 de mayo de 2025, el Administrador General de la DNV, Marcelo Jorge Campoy, suscribió la adjudicación del “Servicio integral de corte de pasto, desmalezado y cortafuego 2025” en favor de HE VRAS SRL, por un monto inicial de $1.292.000.000. En concreto, la firma resultó adjudicataria de los renglones 58 y 59, correspondientes a los tramos de la Ruta Nacional N.º 188 (km 517 a km 623) y de la Ruta Nacional N.º 178 (km 5 a km 47), a razón de aproximadamente $380.000 por hectárea.
	No es un dato menor que Campoy se encuentra ligado al entorno del expresidente Carlos S. Menem desde la década de 1990 —ocupó este mismo cargo en 1999— y que su designación en julio de 2024 habría sido intermediada por Eduardo “Lule” Menem, con quien, según los registros oficiales de ingreso a la Casa Rosada, mantuvo más de treinta reuniones en los últimos dos años, varias de ellas no asentadas en las actas de audiencias por haber sido catalogadas como asuntos privados.
	II.2. El beneficiario: una empresa sin capacidad operativa para el servicio
	HE VRAS SRL es una sociedad constituida en octubre de 2023 —entre las PASO y el balotaje presidencial, semanas antes de la asunción de la actual gestión—, con un capital social inicial de apenas $15.000.000, cuyos socios son Alan Pocoví y Cipriano Arriola Cabrera. De las constancias fiscales surge que la empresa se halla inscripta ante la ARCA (ex AFIP) bajo la actividad de “construcción, reforma y reparación de edificios residenciales”, objeto manifiestamente ajeno al servicio de corte de pasto y desmalezado adjudicado, y que no figura registrada como empleadora, careciendo por tanto de personal para ejecutar la prestación. Arriola Cabrera, presentado como “empresario paraguayo”, fija domicilio en un barrio de extrema precariedad del partido de Quilmes y habría percibido el Ingreso Familiar de Emergencia (IFE) durante la pandemia. A ello se suma que el propio socio reviste como trabajador en relación de dependencia de un tercero ajeno a la sociedad, percibiendo una remuneración mensual, circunstancia incompatible con la conducción de una contratación pública multimillonaria y que confirma el carácter de mera pantalla de la firma.
	Pese a tales circunstancias, el dictamen de evaluación tuvo a la firma por cumplidora de la totalidad de los requisitos del Pliego de Bases y Condiciones Particulares, habilitando la adjudicación. La contradicción entre la realidad registral, fiscal y operativa de la empresa y el resultado del proceso de selección constituye uno de los ejes a investigar.
	II.3. Los vínculos entre el funcionario adjudicante y el beneficiario
	Alan Pocoví integra el entorno familiar del denominado “clan Menem” —es señalado como medio hermano del hijo de Zulema “Zulemita” Menem—. A su vez, el cuñado del Administrador adjudicante, Diego Eugenio Cadel, es socio comercial del Presidente de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, Martín Menem, en la firma DAMG Producciones Deportivas SRL (constituida en 2008, dedicada a eventos deportivos), y —según se denuncia— también del hermano de aquel, Fernando Nicolás Menem, en la firma Tech-One Corporation SA. Este doble entramado de relaciones familiares y comerciales, que enlaza al cuñado del funcionario con dos integrantes de la familia Menem, conecta directamente al funcionario que dispuso la erogación de fondos públicos con el beneficiario de la contratación.
	Se anticipa que voceros del entorno de los funcionarios han procurado relativizar el vínculo, afirmando que Alan Pocoví sería hermano de Kevin Pocoví, y que sólo este último resultaría medio hermano del hijo de Zulemita. Sin embargo, tal precisión no altera —sino que confirma— la cercanía con el grupo familiar, y en nada modifica los hechos objetivos que aquí se denuncian: una empresa sin estructura, vinculada a ese entorno, resultó adjudicataria y luego beneficiaria de una prórroga millonaria dispuesta por un funcionario unido históricamente al mismo clan.
	II.4. El régimen de conflictos de interés (Decreto 202/2017) y la declaración jurada del oferente
	El Pliego de Bases y Condiciones Particulares de esta contratación (identificado como PLIEG-2025-01556134-APN-LYC#DNV) incorporó, en su cláusula 3, el régimen de conflictos de interés del Decreto N° 202/2017, obligando al oferente a declarar bajo juramento si se hallaba alcanzado por alguno de los supuestos de vinculación allí previstos. De modo significativo, la propia cláusula 3.2 del pliego identifica al Administrador General de la Dirección Nacional de Vialidad —cargo que ejercía Marcelo Jorge Campoy— como el funcionario con competencia para decidir sobre la contratación respecto del cual debía formularse la declaración.
	Los supuestos de vinculación que el oferente debía declarar no se limitan al parentesco. El régimen comprende, además del parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado y por afinidad hasta el segundo (inc. a), la existencia de sociedad o comunidad (inc. b), el pleito pendiente (inc. c), la relación de deudor o acreedor (inc. d), el haber recibido beneficios de importancia (inc. e) y la amistad pública manifestada por gran familiaridad y frecuencia en el trato (inc. f). Por tratarse de una persona jurídica, HE VRAS SRL debía consignar tales vínculos respecto de sus socios y de quienes tuvieran interés directo en los resultados económicos de la operación.
	Y es precisamente allí donde la maniobra se revela. Aun cuando pudiera discutirse el grado de parentesco entre Alan Pocoví y el núcleo familiar Menem, la vinculación jurídicamente relevante se configura por la vía de la sociedad (inc. b) y de la afinidad: el funcionario adjudicante se encuentra unido a Diego Eugenio Cadel por un doble vínculo —es su cuñado, esto es, pariente por afinidad en segundo grado, supuesto expresamente alcanzado por el inc. a, y a la vez su socio comercial, alcanzado por el inc. b—, en tanto Cadel es, a su vez, socio de los hermanos Martín y Fernando Nicolás Menem (en DAMG Producciones Deportivas SRL y en Tech-One Corporation SA, respectivamente). De este modo, el funcionario que dispuso la erogación de fondos públicos se halla societaria y familiarmente entrelazado con el mismo núcleo al que pertenece el beneficiario del contrato.
	Frente a este cuadro sólo caben dos hipótesis, ambas penalmente relevantes: o bien HE VRAS SRL omitió o falseó la declaración jurada de intereses exigida por el pliego, ocultando la vinculación —conducta que configuraría falsedad ideológica (art. 293 CP) y acarrearía la nulidad de la adjudicación—; o bien la declaró y, pese a ello, Campoy adjudicó y se prorrogó el contrato, lo que agrava la responsabilidad por negociaciones incompatibles e incumplimiento de los deberes de funcionario público (arts. 265 y 248 CP). En cualquier caso, la declaración jurada de conflicto de interés obrante en el expediente constituye prueba dirimente, cuya producción se solicita.
	II.5. El factor ANDIS: el titular del contrato, imputado por lavado de activos
	La gravedad de la maniobra se profundiza decisivamente a la luz de la causa por el desvío de fondos de la ANDIS (“Coimagate”), que tramita ante el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal a cargo del Dr. Ariel Lijo (en subrogancia, en reemplazo del Dr. Sebastián Casanello) con intervención del Fiscal Federal Franco Picardi. En el primer dictamen del fiscal se sostuvo que Miguel Ángel Calvete giraba dinero en forma reiterada a Sergio Mastropietro (Baires Fly S.A.) y a Alan Pocoví, y que parte de los fondos recibidos por este último habría sido invertida en criptomonedas mediante una aplicación denominada “Neblockshain”.
	Según esa imputación, Pocoví sería una de las personas a cargo de la recaudación de fondos y de las maniobras tendientes al blanqueo del dinero obtenido espuriamente en el ámbito de la agencia de discapacidad; su rol habría consistido en recibir dinero en una oficina de la calle Madero al 900 (Catalinas) y concretar transferencias millonarias a instancias de Calvete. Existiría, además, prueba de audio en la que Calvete imparte instrucciones para transferir fondos a Pocoví, actualmente sometida a peritaje.
	En el plano procesal, la indagatoria de Pocoví fue inicialmente ordenada por el entonces juez Casanello el 9 de febrero de 2026 y, tras una resolución posterior que dispuso treinta y cinco llamados a indagatoria —con Spagnuolo y Calvete señalados como jefes de la organización ilícita—, fue citado a prestar declaración indagatoria el 3 de junio de 2026. Cabe destacar que magistrados de la propia Cámara del fuero han admitido que Pocoví aparece también en maniobras sospechosas vinculadas a contratos de la DNV, lo que refuerza la necesidad de investigar el contrato vial como posible eslabón del mismo circuito.
	A mayor abundamiento, el rol de Alan Pocoví como instrumento del grupo familiar en la captación de contratos estatales no se agota en autos. Conforme surge del Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires, Alan Pocoví (CUIT 20-40136374-3) y Nicole Pocoví integran el directorio de INVERSORA ESLAVA S.A. —sociedad vinculada a la locación de un inmueble al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI)—, habiendo desplazado de la sociedad a Kevin Pocoví en torno a la difusión periodística y la denuncia judicial que recayeron sobre esa locación a comienzos de 2025. Esta rotación de figuras para diluir la exposición pública, análoga en su lógica al cambio de firmante operado luego en la prórroga vial, sugiere un modus operandi del grupo que el Tribunal deberá valorar, sin perjuicio de la investigación autónoma que esa contratación amerite.
	Por último, la vinculación del entramado con maniobras de blanqueo mediante criptoactivos no se limita a Pocoví. Conforme surge de información pública, Diego Eugenio Cadel —cuñado y, según se denuncia, socio del Administrador Campoy— fue imputado por asociación ilícita y estafa en la causa relativa a la organización “Generación Zoe” (Rosario, fiscalía a cargo del Dr. Ríos Artacho), donde el dinero captado de las víctimas se transformaba en criptoactivos (Bitcoin, Ethereum y USDT, en la plataforma Binance) para dificultar su trazabilidad, atribuyéndosele una maniobra por aproximadamente US$ 1,18 millón. La plena identidad entre dicho imputado y el cuñado del funcionario aquí mencionado deberá ser verificada por el Tribunal mediante el cotejo del documento de identidad; de confirmarse, resultaría que dos de los principales actores privados que orbitan en torno al funcionario adjudicante —Pocoví y Cadel— comparten un mismo método de blanqueo a través de criptoactivos, lo que refuerza la hipótesis de un circuito y no de hechos aislados.
	II.6. La prórroga: continuidad del negocio y cobertura administrativa
	Lejos de suspender los pagos o auditar el contrato ante las irregularidades y el avance de la causa que ya señalaba a Pocoví, la DNV garantizó la continuidad del negocio. Con fecha 4 de diciembre de 2025 —esto es, cuando el titular de la firma ya había sido públicamente identificado en el circuito de lavado de la causa ANDIS— se dispuso la prórroga de la adjudicación, manteniendo a HE VRAS SRL como beneficiaria exclusiva por otros seis meses (diciembre de 2025 a junio de 2026), en idénticas condiciones económicas.
	Resulta especialmente revelador que el acto de prórroga ya no fue suscripto por el Administrador General Campoy —firmante de la adjudicación original— sino por el Jefe de Compras del organismo, Ariel Paz. Esta súbita rotación de firmas, que deriva un acto de la máxima jerarquía hacia una línea media del organigrama precisamente tras las revelaciones periodísticas, sugiere una deliberada maniobra de repliegue burocrático orientada a diluir la responsabilidad de las máximas autoridades de la DNV, mientras el flujo de fondos hacia el mismo beneficiario continuaba inalterado.
	II.7. El resultado económico y el perjuicio
	De este modo, una contratación originalmente valuada en $1.292.000.000, dispuesta bajo la responsabilidad de Campoy, mutó en un negocio cerrado de $2.584.000.000 en favor de una firma carente de personal y de objeto social compatible con el servicio, vinculada al entorno de funcionarios nacionales y a una causa por lavado de activos. La duplicación del monto comprometido por idéntica prestación y en idénticas condiciones, sin correlato en la capacidad real del adjudicatario, configura un potencial perjuicio patrimonial al Estado Nacional que deberá determinarse en autos.
	III. Calificación legal provisoria
	Sin perjuicio del encuadre definitivo, los hechos resultan prima facie subsumibles en las siguientes figuras:
	IV. Competencia y conexidad
	Por tratarse de hechos que involucran a funcionarios públicos nacionales y la administración de fondos del Estado Nacional, la competencia corresponde al fuero Criminal y Correccional Federal. Atento la identidad del beneficiario (Pocoví / HE VRAS SRL) y la posible unidad del circuito financiero, se solicita a V.S. que, una vez producidas las medidas iniciales, evalúe la eventual conexidad de la presente con la causa en trámite ante el Juzgado a cargo del Dr. Ariel Lijo (causa ANDIS), a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias y de asegurar una investigación integral del flujo de fondos.
	V. Prueba documental
	Se ofrece y se acompaña, en lo pertinente, la siguiente prueba documental, sin perjuicio de la que deba requerirse a los organismos por hallarse en su poder:
	VI. Medida cautelar urgente
	Dado que la prórroga mantiene vigencia hasta junio de 2026 y que cada pago a HE VRAS SRL podría consolidar el perjuicio y facilitar la dispersión de fondos eventualmente vinculados a la causa ANDIS, solicito a V.S. que, con carácter urgente y como medida cautelar, ordene a la Dirección Nacional de Vialidad la suspensión de todo pago pendiente a la firma HE VRAS SRL en el marco de la contratación denunciada, y se abstenga de disponer nuevas prórrogas, hasta tanto se esclarezcan los hechos.
	VII. Medidas de prueba que se solicitan
	VIII. Petitorio
	Por todo lo expuesto, de V.S. solicito:

